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Undécima Época 
Registro digital:  2026504 
Instancia:   Pleno 
Materias(s):   Jurisprudencia Constitucional 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación.  
Tesis:   P./J. 2/2023 (11a.) 
 
MODO HONESTO DE VIVIR. LAS AUTORIDADES NO PUEDEN EXIGIR A LAS 
PERSONAS CUMPLIR CON ESE REQUISITO LEGAL A FIN DE ACCEDER A UN CARGO 
PÚBLICO, COMO TAMPOCO PUEDEN SANCIONARLAS DETERMINANDO QUE 
CARECEN DE ESE MODO DE VIVIR. 
 
Hechos: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación fijaron criterios discrepantes respecto a cómo 
debe entenderse el requisito de tener un "modo honesto de vivir" para ocupar un cargo público. 
La Suprema Corte señaló que es un requisito ambiguo, de difícil apreciación y cuya 
ponderación es altamente subjetiva. La Sala Superior expuso que es ponderable, por su 
contenido eminentemente ético y social, además de que las autoridades deben evaluar si una 
persona servidora pública pierde su "modo honesto de vivir" en caso de que se declare que 
contravino prohibiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Criterio jurídico: Tener un "modo honesto de vivir" es un requisito legal cuya ponderación es 
subjetiva, además de suponer una expresión ambigua y de difícil apreciación, por lo que 
exigirlo también puede traducirse en una forma de discriminación. En consecuencia, es 
inválido solicitar a las personas demostrar que viven honestamente para poder ocupar un 
cargo público de cualquier índole. Igualmente, tampoco corresponde a los jueces o tribunales 
dotarlo de contenido y mucho menos que sólo a partir de su apreciación pueda negarse a una 
persona acceder a un cargo público o bien de elección popular.  
 
Justificación: La expresión "modo honesto de vivir" es ambigua, porque puede entenderse de 
varios modos, admitir distintas interpretaciones y dar, por consiguiente, motivo a dudas, 
incertidumbre o confusión en cuanto a su contenido y alcance. Al ser tan abierta, posibilita la 
incorporación de prejuicios o valoraciones personales como criterio para el acceso a un cargo 
público. La valoración del citado requisito es subjetiva, ya que su significación dependerá de 
lo que cada persona opine, practique o quiera entender respecto a los componentes que 
distinguen a la ética personal. Su aplicación puede generar discriminación, pues la evaluación 
del requisito queda subordinada al juicio valorativo y discrecional de quienes lo aplican, esto 
es, a lo que los aplicadores de la norma conciban como un sistema de vida honesto. Además, 
un régimen constitucional democrático de Derecho debe rechazar la idea de un modelo único 
de moralidad que reduzca la idea de honestidad o decencia a una sola dimensión y, en cambio, 
acoger la diversidad de opiniones, creencias y proyectos de vida. Por ello, tampoco es válido 
que se vincule a los jueces del país, federales o locales, a evaluar oficiosamente si una 
persona perdió o no su "modo honesto de vida" con motivo de una infracción. 
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 228/2022. Entre los sustentados por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación y la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
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Federación. 7 de marzo de 2023. Mayoría de siete votos de las Ministras y de los Ministros 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, apartándose de cualquier párrafo análogo o similar a los párrafos 
del 102 al 116 y del 129 al 132 del proyecto, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez 
Dayán, obligado por la mayoría. Votaron en contra: los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, apartándose de los criterios de contradicción, Luis María Aguilar Morales y Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, por la inexistencia, así como la Ministra Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Paulo 
Abraham Ordaz Quintero. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción 
de inconstitucionalidad 107/2016, y el diverso sustentado por la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el recurso de revisión del 
Procedimiento Especial Sancionador Electoral SUP-REP-362/2022 y sus acumulados. 
 
El Tribunal Pleno, el veintidós de mayo en curso, aprobó, con el número 2/2023 (11a.), la tesis 
jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintidós de mayo de dos mil veintitrés. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026504 
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Undécima Época 
Registro digital:  2026520 
Instancia:   Tribunales Colegiados de Circuito 
Materias(s):   Aislada Común 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación 
Tesis:   XXIV.1o.40 K (11a.) 
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO CONTRA NORMAS GENERALES. ES UNA 
FORMA DE RESTAURAR, PROVISORIAMENTE, EL ORDEN JURÍDICO NACIONAL. 
 
Hechos: Un notario público suplente promovió juicio de amparo indirecto contra el decreto 
legislativo por el cual se crea la Ley del Notariado para el Estado de Nayarit, publicado en el 
Periódico Oficial de la entidad el 29 de abril de 2022, en específico, los artículos 41 y séptimo 
transitorio, así como la promulgación, orden de cumplimiento y divulgación de ese decreto, y 
solicitó la suspensión para que no le fueran aplicados esos preceptos, sino la ley de la materia 
abrogada, hasta que se resolviera sobre su constitucionalidad; el Juez de Distrito negó la 
medida cautelar, al considerar que los actos reclamados se encontraban consumados; 
además, porque de otorgarse, se le darían efectos restitutorios, propios de la sentencia de 
amparo principal. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que una de las formas 
fundamentales para restaurar el orden jurídico nacional es la suspensión en el juicio de 
amparo, la cual equivale a un amparo provisional o provisorio, porque mantiene al quejoso en 
el goce del derecho cuya violación reclama, mientras se dicta la sentencia ejecutoria, 
garantizando la eficacia de la institución del amparo, ya que produce los efectos prácticos de 
la sentencia correspondiente, aunque provisoriamente, pero lo que no puede hacer es nulificar 
el acto, porque esto sí es exclusivo del fallo definitivo.  
 
Justificación: Lo anterior, porque dicho orden jurídico cuenta con una protección mayor en 
relación con los derechos fundamentales; este nuevo paradigma implica que en dicha materia 
se cuenta con dos fuentes primigenias que son los derechos fundamentales reconocidos en 
la Constitución, y todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea Parte. Asimismo, las normas provenientes de ambas 
fuentes gozan de rango constitucional y, por tanto, son normas supremas del ordenamiento 
jurídico mexicano, lo que significa que los valores, principios y derechos que ellas materializan, 
deben permear en el sistema jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en 
aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. En esta lógica, el catálogo de 
derechos fundamentales ya no se encuentra limitado a lo prescrito en el texto constitucional, 
sino que también incluye a todos aquellos derechos humanos que figuran en los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano. En esa línea de pensamiento, 
en el caso hipotético de infracción a las normas por agentes del Estado Mexicano, o por 
particulares que se equiparan a una autoridad por ejercer una función determinada por una 
norma general –como puede ser la realización de actos contrarios a lo dispuesto en dichas 
normas– existe la posibilidad de que la vulneración al orden jurídico nacional pueda ser 
restaurada de forma provisoria desde la suspensión del acto reclamado; máxime cuando la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de 
tesis 255/2015, de la cual derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 21/2016 (10a.), de título y 
subtítulo: "LANZAMIENTO EJECUTADO. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN SU 
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CONTRA, SIEMPRE QUE SE DEMUESTREN LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL 
PELIGRO EN LA DEMORA, Y NO EXISTA IMPEDIMENTO JURÍDICO O MATERIAL.", 
estableció que la suspensión es un amparo provisional, a través del cual se mantiene al 
justiciable en el goce del derecho alegado, hasta que se dicte la sentencia ejecutoria en el 
juicio constitucional, garantizando la eficacia de la institución del amparo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 596/2022. 9 de marzo de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctorino Rojas Rivera. Secretaria: María Rocío Rivera Rico. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 21/2016 (10a.) y la parte conducente de la sentencia 
relativa a la contradicción de tesis 255/2015 citadas, aparecen publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo I, junio de 2016, páginas 
672 y 644, con números de registro digital: 2011829 y 26344, respectivamente. 
 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2026520 
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Undécima Época 
Registro digital:  31466 
Fuente:   Semanario Judicial de la Federación 
Instancia:   Pleno 
 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 107/2019. COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. 7 DE JULIO DE 2022. PONENTE: ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ 
MENA. SECRETARIA: M.G. ADRIANA ORTEGA ORTIZ. 
 
Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al siete de julio de dos mil veintidós, emite la siguiente: 
 
SENTENCIA 
 
Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 107/2019, promovida por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, respectivamente, contra el artículo 12 Bis de 
la Ley de Salud del Estado de Morelos que regula la figura de objeción de conciencia en 
relación con la prestación de servicios médicos a cargo del Estado. 
… 
VII. ESTUDIO DE FONDO 
 
17. Corresponde a este Tribunal Pleno verificar la compatibilidad constitucional del artículo 12 
Bis de la Ley de Salud del Estado de Morelos que prevé la figura de la objeción de conciencia. 
Figura que autoriza al personal médico y que presta servicios de salud en esa entidad negarse 
a practicar algún procedimiento cuando lo consideren contrario a sus convicciones. Antes que 
nada, este Pleno reconoce que la problemática planteada se refiere a una que ha suscitado 
interrogantes en los planos ético, moral, político y, finalmente, el legal. La principal implicación 
de reconocer el derecho de objeción de conciencia tiene como consecuencia reconocer 
opiniones que históricamente han mantenido en la desventaja a grupos de personas en 
vulnerabilidad –mujeres y personas de la diversidad sexual, entre otras–, pues su principal 
efecto es negar la práctica de ciertos servicios en atención a las creencias y convicciones de 
quienes ejercen de esta manera su derecho a la libertad de conciencia o pensamiento. 
…. 
26. La Ley General de Salud, en su artículo 13, otorga a las entidades federativas la facultad 
de organizar, supervisar y evaluar la prestación de los servicios de salud. Su artículo 53, por 
otra parte, contempla su facultad para establecer los procedimientos y regular las modalidades 
de acceso a los servicios públicos a la población en general y a todos los servicios de salud 
sociales y privados. 
… 
 
29. En ese asunto, la Suprema Corte enfatizó que la protección del derecho a la libertad de 
conciencia parte del reconocimiento de la interculturalidad y diversidad de cosmovisiones y 
creencias –religiosas, ideológicas, éticas y personales– de manera aún más amplia que el 
derecho a la libertad de religión. Abarca todas las ideas que formen parte de las convicciones 
más íntimas de las personas y cuya protección sea válida en un Estado democrático y laico. 
… 
El derecho a la libertad de conciencia 
… 
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44. En suma, concluyó este tribunal, las libertades religiosas y de creencias son fenómenos 
del fuero interno de las personas que no pueden ser controladas por el derecho. Pero al 
momento de exteriorizar esas devociones y creencias –voluntaria o involuntariamente–, se 
convierten en expresiones jurídicamente relevantes. 
 
45. El Pleno sostuvo que la libertad de conciencia tiene entonces tres elementos: i) implica el 
derecho a la libre formación de la conciencia, esto es, a tener las convicciones que se elija 
(fenómenos jurídicamente irrelevantes y no controlables por el derecho); ii) comprende la 
libertad para expresar y manifestar o no esas convicciones y de hacer partícipes o transmitirlas 
a otras personas; y, iii) entraña una libertad para comportarse de acuerdo con esas 
convicciones, así como a no ser obligada a comportarse en contra de ellas. Este último 
elemento es precisamente el que da origen a la figura de objeción de conciencia, no como un 
derecho fundamental, sino como una forma de materialización del derecho –ese sí– a la 
libertad de conciencia, como se explica enseguida. 
 
La objeción de conciencia 
… 
48. Es importante precisar que la objeción de conciencia es una postura individual frente a 
una norma o acto de autoridad, de manera que su ejercicio es, también, absolutamente 
individual. Busca únicamente la inaplicación de una norma con base en principios éticos, 
ideológicos, religiosos y otros que afectan la dignidad de la persona objetora. 
… 
52. Así, la objeción de conciencia puede ser limitada frente a bienes jurídicos dignos de una 
protección especial. Esto es, cuando estén en juego derechos fundamentales de otras 
personas –como el derecho a la protección de la salud, a la dignidad personal, a las libertades 
sexuales y derechos reproductivos–, la salubridad general, la prohibición de la discriminación, 
el principio democrático, por mencionar algunos valores, no es admisible apelar a la conciencia 
para eludir una obligación legal. 
 
Derecho a la protección de la salud 
… 
58. En síntesis, el derecho al nivel más alto posible de salud obliga al Estado Mexicano a 
ofrecer las facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarios para atender la salud de 
manera oportuna y apropiada, lo que implica, por lo menos: contar con un número de 
establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de salud, los 
cuales deben estar al alcance de la población –en especial, de los grupos históricamente 
desaventajados o marginados–. 
 
59. Es importante recordar que cuando estén involucrados los derechos de mujeres, personas 
con capacidad de gestar, personas de la diversidad sexual y de género, las autoridades, 
además, están obligadas a atender los asuntos de su competencia desde una perspectiva de 
género y que considere la interseccionalidad, de manera que sea posible identificar para 
eliminar las barreras discriminatorias que, por condiciones relativas a su sexo o género, les 
impidan el acceso a ciertos servicios. Sobre todo, es fundamental reconocer que prácticas, 
como la objeción de conciencia, han permitido negar el acceso a servicios de salud y atención 
médica a personas que pertenecen a estos grupos. 
… 
La objeción de conciencia frente la protección del derecho a la salud 
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…. 
79. La objeción de conciencia no puede invocarse para defender ideas contrarias a la 
Constitución ni para desconocer los principios fundamentales del Estado Mexicano. La 
objeción de conciencia no es un derecho en sí mismo por lo que no puede ser invocado en 
todos los casos y bajo cualquier modalidad. No debe entenderse como un derecho general 
para la desobediencia ni como una fórmula para evadir la satisfacción de los derechos de las 
personas usuarias de los servicios de salud. 
 
80. Así, no puede hacerse valer de manera institucional. Las instituciones de salud –en los 
tres órdenes de gobierno– deben garantizar que exista en todo momento personal médico y 
de enfermería no objetor disponible con el fin de brindar la atención sanitaria en las mejores 
condiciones posibles sin comprometer la salud o la vida de la persona que solicita el servicio. 
De manera que en ninguna circunstancia puede tener como consecuencia la denegación de 
los servicios de salud a las personas que acuden a una institución de salud ni será motivo para 
negar o postergar el servicio por la falta de disponibilidad del personal no objetor.  
… 
83. En el asunto en estudio, la norma impugnada no cumplía con ninguno de estos estándares. 
Por el contrario, es vaga y carece de claridad sobre los supuestos en los que se puede ejercer 
la objeción de conciencia. En consecuencia, no brinda certeza ni al personal sanitario ni a las 
personas que pueden beneficiarse de los servicios de salud. Este Tribunal Pleno ha sido claro: 
la regulación de la objeción de conciencia debe armonizar el derecho a la libertad de 
conciencia del personal sanitario con los derechos fundamentales de las personas usuarias 
de los servicios médicos. Tal como determinó el Pleno, el artículo 12 Bis –de redacción idéntica 
al artículo 10 bis de la Ley General de Salud, materia de ese precedente– no establece los 
límites ni salvaguardas necesarias para proteger esos derechos. 
… 
85. Además, en supuestos como la interrupción legal del embarazo, la prescripción de la 
píldora anticonceptiva de emergencia y otros métodos de anticoncepción, cuidados paliativos, 
transfusiones sanguíneas –por mencionar algunos–, la deficiente regulación de la objeción de 
conciencia agrava la situación de mujeres, niñas y adolescentes, así como personas de la 
diversidad sexual y de género, y reproduce la violación sistemática a los derechos a la 
autonomía, libre desarrollo de la personalidad, a la familia, a la vida digna y derechos sexuales 
y reproductivos; todos derechos de entidad constitucional que han merecido protección en 
precedentes de este Pleno, en los términos establecidos por la Constitución y los tratados 
internacionales. 
 
86. Por estas razones, este Pleno declara la invalidez del artículo 12 Bis de la Ley de Salud 
del Estado de Morelos. 
 
VIII. EFECTOS 
… 
IX. DECISIÓN 
 
93. Por lo antes expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
resuelve: 
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SEGUNDO.—Se declara la invalidez del artículo 12 Bis de la Ley de Salud del Estado de 
Morelos, adicionado mediante el Decreto Número Cuatrocientos Sesenta y Uno, publicado en 
el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de agosto de dos mil diecinueve 
y, en consecuencia, la de la disposición transitoria tercera del referido decreto, las cuales 
surtirán sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del 
Estado de Morelos, de conformidad con los apartados VII y VIII de esta decisión. 
… 
 
Enlace: 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/31466 


